Medidas adoptadas por el Gobierno continúan sin garantizar el acceso equitativo y oportuno de los ciudadanos a los diferentes servicios de salud, afirma Procurador General 

Bogotá, 7 de julio de 2011. Durante la audiencia pública de rendición de cuentas sobre el seguimiento a la Sentencia T-760 de 2008, convocada por la Corte Constitucional, el Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, presentó sus conclusiones sobre la situación actual del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
Señaló que las decisiones adoptadas solo pasan a ser formalismos y no se cumple con todo lo ordenado por el Tribunal Constitucional y que situaciones como las reiteradas quejas ante las propias EPS y las entidades de control por la deficiente calidad de los servicios, revelan una constante transgresión del derecho de acceder a la salud.

Entre los aspectos que impiden cumplir la actualización y unificación de los planes de beneficios, el Jefe del Ministerio Público señaló que el mayor obstáculo es que no se revisa el modelo de salud de fondo en sus estructuras y aseguró que “con la expedición de normas y reglamentos no se profundiza en las soluciones, sólo se reducen a los aspectos superficiales y correctivos de la problemática (…) No se produce una adecuada normatividad coherente con los contenidos jurisprudenciales, que conlleve la capacidad de responder a los mismos compromisos estatales en la realización del derecho”.
Respecto de las medidas que encuentra necesario adoptar para superar definitivamente la problemática que aqueja el sistema de salud, el Procurador General indicó que se debe generar un proceso de cambio, que elimine las barreras de acceso y que garantice efectivamente los derechos fundamentales de la población en general, basado esencialmente en los principios constitucionales y postulados éticos, antes que la importancia dada al sector privado, a las leyes del mercado y al interés de los actores.

Informó que la Procuraduría viene reiterando recomendaciones frente a la problemática de la salud, entre otras, disminuir el número de intermediarios que puedan actuar como barreras para la atención integral y con calidad de los pacientes y el buen desempeño laboral del personal de la salud, generar mecanismos para blindar las instituciones estatales del clientelismo y sus efectos negativos, y establecer políticas de compromiso de los actores públicos y privados con los valores públicos que deben regir las decisiones y acciones en salud. 

“La judicialización de los servicios de salud en cuanto a su prestación, el desfinanciamiento del sistema, las prácticas de abuso, la corrupción, la negación de procedimientos e intervenciones, la deficiente dirección, modulación y regulación del sistema, la intermediación en el flujo de los recursos de la Seguridad Social en Salud, las fallas en la aplicación de los procesos de calidad respecto a la prestación de los servicios de atención en salud, entre otros, que obligan la urgente intervención del Gobierno Nacional para superar definitivamente las barreras que impiden garantizar el acceso a los servicios y el goce efectivo del derecho a la salud”, señaló.
En materia disciplinaria, el Procurador General afirmó que la conducta investigada más recurrente está relacionada con el mal manejo de recursos en el sector salud y la no contratación oportuna de la prestación de los servicios a la población pobre y vulnerable del régimen subsidiado. Otras conductas por las cuales se reciben quejas de los usuarios, son la negación de servicios médicos especializados, medicamentos, procedimientos e intervenciones quirúrgicas, las cuales por competencia, son trasladadas para la investigación administrativa a la Superintendencia Nacional de Salud.

Finalmente informó que ha dispuesto dar inicio a indagación e investigaciones disciplinarias contra funcionarios públicos y gestores privados que administran recursos del erario o ejercen funciones públicas, en los eventos en que no se han ajustado a la normatividad en salud: 35 investigaciones contra EPS, 128 contra funcionarios vinculados a entidades territoriales y 51 investigaciones contra empresas sociales del Estado.

